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Buenos Aires, 28 de noviembre de 2017.-

Presidenta del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

Sra. Jimena Psathakis 
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De nuestra mayor consideración, 
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AMNISTÍA INTERNACIONAL, representada por Mariela Belski, con domicilio 

en Paraguay 1178, piso 10' de la Ciudad de Buenos Aires, se dirige a Ud. a fin de solicitarle tenga a 

bien brindar la siguiente información pública vinculada a los graves hechos ocurridos entre los días 

23 y 25 de noviembre en la comunidad Lafken Winkul Mapu, en terrenos ubicados sobre el 

kilómetro 2.006 de la ruta nacional 40, cerca del lago Mascardi, en jurisdicción del Parque Nacional 

Nahuel Huapi, Provincia de Río Negro, a partir de un operativo de seguridad llevado a cabo por la 

Prefectura Naval Argentina que culminó con la muerte del joven mapuche Rafael Nahuel y varios 

heridos. 

El presente pedido de información, se realiza en el marco de lo establecido 

por los arts. 1, 14, 33 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, 13 de la Convención Americana 

sobre Derechos Hu manos, 19 del Pacto de Derechos Civiles y Poi íticos, 19 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y la reciente Ley 27275 de acceso a la información pública. 

Como no escapa a su conocimiento, Amnistía Internacional ha realizado un 

relevamiento de la situación y conflictos que atraviesan los pueblos originarios en el país, del que 

Río Negro es parte. En la última década se aceleró el proceso de despojo territorial de las 

comunidades indígenas, dando lugar a focos de tensión por el reclamo del derecho al territorio, a la 

salud, a la educación, al trabajo, al acceso al agua potable, entre otros, que tienden en muchas 

ocasiones a canalizarse a través de la intervención de la justicia penal. 

Este intempestivo desalojo, sin abrir canales de diálogo para resolver los 

conflictos territoriales de la comunidad, se suma a los numerosos desalojos que sufren 

frecuentemente los pueblos indígenas a lo largo de todo el país y que vulnera sus derechos 

humanos\ a pesar de la suspensión a 10s desalojos dispuesta por la Ley 26.160. 

1 
Reconocidos tanto en la Constitución Nacional y otras normas internas, como a través de la ratificación de varios 

instrumentos internacionales fundamentales, como e! Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (O!TI y la 
adopción de la Declaración de las Naciones Uniaas sobre los derechos de !os pueblos indígenas 






